Filiación – daño moral: 

Expte. N° 43548 L.I.D.C. C/ P. M. A. S/ Filiación

N° de Orden: 259.-
Libro de Sentencias N° 50

/NIN,  a los 05 días del mes de Noviembre del año dos mil nueve, reunidos en Acuerdo Ordinario los Señores Jueces de la Excma. Cámara de Apelación  en  lo Civil y Comercial de Junín  Doctores  PATRICIO  GUSTAVO ROSAS, JUAN JOSE GUARDIOLA Y RICARDO MANUEL CASTRO DU​RAN, en causa N° 43548 caratulada: "L. I. D.C. C/ P. M. A.  S/ Filiación", a fin de dictar sentencia, en el si​guiente  orden  de  votación,  Doctores: Castro Durán, Guardiola y Rosas.-

               La Cámara planteó las  siguientes  cues​tiones:

               1a.-  ¿Se ajusta a derecho la  sentencia apelada?

               2a.-  ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

A LA PRIMERA CUESTION, el Sr. Juez  Dr.  Castro  Durán dijo:

               A  fs.  174/182  el  Sr. Juez de primera instancia dicta sentencia, por la que hace lugar al re​clamo por  filiación extramatrimonial promovido por I. del  C.  L., en representación de su hija menor de edad C. I. L., y continuado por ésta al arribar a la mayoría de  edad, contra M. A. P.‑, declarando que la segunda es hija biológica de este último, y ordenando el libramiento del oficio   respectivo al Registro Provincial de las Personas. Asimismo, condena  al demandado al pago de la suma de pesos diez mil, en concepto de indemnización del daño moral ocasionado a la accionante,  a  causa de la falta de reconocimiento voluntario, disponiendo además que a dicho importe se le agreguen intereses a la tasa pasiva del Banco de la Provincia de Buenos Aires desde la fecha de  la sentencia y hasta el efectivo pago. Finalmente, impone las costas al accionado y regula los honorarios de los profesionales intervinientes.
               En lo que al recurso deducido interesa, el sentenciante accede a la indemnización por daño  mo​ral, considerando que el demandado no desconocía la pa​ternidad confirmada en autos, conclusión a la que arri​ba partiendo de que el mismo reconoció haber tenido re​laciones sexuales con la madre de la accionante  en  la época  de  concepción de esta última, a lo que se suman las  declaraciones testimoniales de N. C., C.‑C. y A.B., quienes afirman  que  es  de  público conocimiento  en Ameghino que C. es hija de P.
               Contra este pronunciamiento, C. L.​ interpone apelación a fs. 185, e idéntica impugnación deduce a fs. 191 el Dr. Carlos Mario Itoiz, en  su  rol de apoderado del demandado.

               A  la vez, a fs. 192, el Dr. Itoiz apela por bajos los honorarios que le fueron regulados, agra​viándose porque los mismos representan el cincuenta por ciento de la retribución asignada al letrado de la ac​tora, en franca violación de lo establecido en el  art. 26 de la ley arancelaria. Asimismo, agrega que el  art. 9 inc. 5° del mismo cuerpo normativo fija en treinta "ius" el honorario mínimo para este tipo  de  procesos, pauta  que se traduce en la suma de pesos dos mil sete​cientos treinta.

               Concedidos  libremente  los recursos in​terpuestos contra la sentencia, y en relación, el diri​gido contra los honorarios, se remite el expediente a esta Alzada, donde a fs. 210/214 la accionante presenta la expresión de agravios. 

               Allí expone que si bien  al  iniciar  la demanda,  sólo reclamó formalmente la indemnización del daño  moral,  de  la simple lectura de su contenido, se advierte  claramente  que también pretendió el resarci​miento del daño material padecido por su  parte,  cues​tionando la falta de tratamiento de este rubro.

               Al  respecto, sostiene que, a diferencia de los otros dos hijos del demandado, se vio privada de una vida sin padecimientos económicos y de un ingreso a un sistema de salud y de educación dignas, lo que  aca​rrea  la responsabilidad de aquel, que es un hombre po​deroso económicamente.

               En este sentido, argumenta que en la de​manda reclamó seiscientos mil pesos como monto indemni​zatorio, porque en el mismo quedaban  englobados  tanto el daño moral como el material.

               También la accionante se agravia por la indemnización otorgada por daño moral, a la que  tilda de exigua.

               Sobre  este  punto,  sostiene  que el "a quo" no tuvo en cuenta el nivel socioeconómico del  de​mandado, ni que durante veinte años no la reconoció vo​luntariamente, ni tampoco que incluso negó haber tenido relaciones sexuales con su madre.

               Además,  agrega la accionante que el de​mandado  tiene una vivienda en pleno centro de Ameghino con  todo el confort, y que disfrutaba de un alto nivel de vida, mientras que ella no pudo  siquiera  costearse sus estudios secundarios,  ya  que  fue  exclusivamente mantenida por su madre que trabajaba como empleada  do​méstica.

               Paralelamente,  a  fs.  219/223  el  Dr. Itoiz  presenta  la expresión de agravios, cuestionando la  responsabilidad  atribuida a su mandante, afirmando que el mismo desconocía que la accionante era su  hija, puesto  que  la  madre de ésta nunca lo anotició de tal circunstancia.

               Corrido traslado recíproco de  las  res​pectivas expresiones de agravios, a fs. 227/230vta. y a fs. 231/233 respectivamente, lucen agregadas las con​testaciones  efectuadas por la parte actora y la deman​dada, solicitando ambas el rechaza del  recurso  de  la contraria; luego de lo cual, se dicta el llamamiento de autos para sentencia, cuya firmeza deja a las presentes actuaciones en condiciones de resolver.
               En tal labor,  comenzando,  por  razones metodológicas, por el recurso del demandado,  es  dable señalar que el reconocimiento de la filiación es un ac​to jurídico familiar voluntario y unilateral. Esto sig​nifica que depende de la iniciativa del progenitor y no requiere de la aceptación del hijo, pero no que sea  un acto  facultativo  supeditado  al arbitrio de aquel. El ordenamiento  jurídico tutela el interés del hijo a ser reconocido  y  emplazado en el estado de familia que le corresponde, y este derecho subjetivo obviamente se re​laciona  con el correlativo deber jurídico de reconoci​miento que pesa sobre el padre.

               Adoptando  este  criterio, el Dr. Héctor Negri sostuvo categóricamente en el Ac. 59.680 que "El  carácter voluntario del reconocimiento no lo convierte en  un  acto de arbitrariedad, ni lo desliga de princi​pios fundamentales de derecho como el de no dañar a otro  y el de dar a cada uno lo suyo, bases del ordena​miento jurídico positivo". 
               En consecuencia, no reconocer a un  hijo implica una omisión antijurídica susceptible de generar responsabilidad extracontractual, en caso de que se ve​rifiquen los restantes presupuestos necesarios al efec​to (art. 1074 C. Civil).

               Entonces, para dilucidar la cuestión planteada,  resulta necesario determinar si dichos pre​supuestos están o no presentes en este caso.
               Abordando  dicha tarea, creo conveniente resaltar que la responsabilidad derivada de tal omisión es de naturaleza subjetiva, puesto que lo que se le re​procha al progenitor es la culpabilidad de su conducta, la que se patentiza ante la falta de reconocimiento del hijo,  a pesar de tener conocimiento, o de poder tener​lo, respecto de su paternidad.
               Adoptando este criterio, Sala 2° de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial de Azul  ha resuelto que "La falta de reconocimiento incausado del  nexo biológico del padre, da nacimiento a una responsa​bilidad subjetiva  con fundamento en la culpa o dolo de quien sabiendo,  o  debiendo  saber  que  es  padre, se sustrajo a su deber jurídico" (sent. del 31-5-2005  Su​mario Juba B3101150).

               En  el  presente caso, encuentro probada la culpa del accionado, y por ende, el factor de atri​bución.

               Arribo a tal conclusión,  persuadido  de que el mismo sabía o, por lo menos, tenía la  posibili​dad de saber que la accionante era su hija biológica.

               Así lo entiendo, valorando que el  mismo reconoció haber tenido relaciones íntimas con la madre de  ella  en  la época de la concepción (ver fs. 47/48, resp. a la 3a posic.); y que de las declaraciones  tes​timoniales  prestadas  en autos resulta que en Ameghino eran públicos los comentarios respecto del vínculo bio​lógico entre ambos (arts. 384 y 456 C.P.C.).

               En  este sentido, N. C. C. expone que el demandado y la madre de la actora fueron novios por  un lapso  de  seis  meses, y que aquel la dejó cuando supo que ésta estaba embarazada,  aclarando  que  esto le consta por salir por entonces con ambos. Además, agrega que en el pueblo  se  conoce  por  comentarios  esa paternidad (ver fs. 49, resps. a las 2a y 3a pregs. y a la 2a preg. ampliat.).

               Concordantemente, A. O. B.‑y C. R.C. exponen que en el pueblo sabe que C. es hija de P., acotando  también la última que aquella es idéntica a éste (ver fs. 50 y 51, resp. a la 1a preg. ampliat.).

               Por lo tanto, si a pesar de ello, el ac​cionado albergaba alguna duda razonable sobre su pater​nidad,  debió  haber  propiciado  la realización de los exámenes  pertinentes para despejar la incertidumbre, y de  esa forma, evitar el reclamo judicial posterior. Además, no mejora sustancialmente su posición, el hecho de  que, una vez iniciado el juicio, se sometiera a ta​les  exámenes; puesto que, si así no obraba, quedaba afectado  por  la presunción adversa establecida por el art. 4 de la Ley 23.511.

               Tampoco  la  demora  de  la  madre en el ejercicio de la acción como representante legal  de  la incapaz puede operar como eximente,  ni  siquiera  par​cial,  de la responsabilidad del accionado. La solución contraria sería ilógica, ya que el daño a resarcir está causado  por la omisión reprochable del padre en el re​conocimiento de la filiación extramatrimonial de su hi​ja, y no en la falta de reclamo judicial oportuno de la madre.

               En cuanto al daño moral, es dable recor​dar que tal perjuicio es una minoración en la  subjeti​vidad de la persona, ocasionada por la lesión a interés espiritual.

               Este detrimento se configura  cuando  se causa en el damnificado una alteración  disvaliosa  del espíritu o, dicho de otro modo, una perturbación aními​ca.

               Como esta perturbación se mantiene en el fuero íntimo de la persona, se tornan dificultosas tan​to la prueba del perjuicio como la  cuantificación  del monto resarcitorio.

               En cuanto a la prueba, el accionante de​be aportar elementos que convenzan al juez de la exis​tencia de la alteración espiritual, es  decir,  de  los pesares, dolores, amarguras o sufrimientos soportados.

               Sin embargo, ante  determinados  hechos, esa  perturbación  anímica puede presumirse, aunque tal presunción admite prueba en contrario.

               Eso es precisamente lo que acontece ante la falta de reconocimiento espontáneo de un hijo extra​matrimonial, omisión de la que cabe presumir, de acuer​do al orden regular de las cosas, un menoscabo  espiri​tual en la reclamante. 

               En conclusión, encuentro configurados el daño moral de la menor y su relación de causalidad ade​cuada  con la falta de su reconocimiento voluntario por parte del demandado, elementos  con  los  cuales  queda configurada la responsabilidad de este último, conclu​sión que impone el rechazo de la apelación por el mismo deducida (arts. 901, 903, 1074 y 1078 C. Civil). 

               Pasando  al  tratamiento del recurso in​terpuesto  por la parte actora, y comenzando por la im​pugnación  expuesta  contra el resarcimiento fijado por el daño moral, es menester remarcar que  la  determina​ción  de la cuantía de la indemnización correspondiente a dicho menoscabo no es tarea sencilla, ya que como el interés lesionado no es susceptible de mensuración eco​nómica, no tiene una equivalencia  en  dinero.  Por lo tanto, para fijar la suma reparatoria debe atenderse  a los costos que irrogarían  determinadas  satisfacciones compensatorias (por  ejemplo: comodidades,  descansos, diversiones, distracciones, etc.) que pueden  ayudar a la víctima a sobrellevar su situación de aflicción.

               El monto reparatorio debe fijarse te​niéndose en cuenta las concretas circunstancias de cada caso,  como claramente lo expuso el Dr. Juan C. Hitters en el Ac. 59.680, al sostener que "Los argumentos que expondré no deben generalizarse, ya que dependen de la situación particular  de  cada  pleito, por ejemplo, la edad del legitimado activo, los resultados de los  análisis o los motivos que ha tenido el  progenitor  para negarse a  hacérselos;  y  muy especialmente las causas invocadas para desconocer la paternidad, por  ejemplo,  razonables dudas de haber tenido relaciones íntimas con la madre aptas para engendrar, etc."
               Además, si bien su determinación queda librada  al prudente arbitrio del juez, no debe fijarse una suma simbólica que no permita a la víctima  la  ob​tención de alguna satisfacción compensatoria, ni tampo​co una suma exagerada que de lugar a su enriquecimiento (conf. Jorge Mosset Iturraspe y Miguel Alberto Piedeca​sas,  "Código Civil Comentado. Doctrina-Jurisprudencia-Bibliografía."  vol.,  "Responsabilidad  Civil",  págs. 111/114).

               A la luz de estas pautas, para la  cuan​tificación  de la indemnización correspondiente en este caso,  deben tenerse en cuenta, por un lado, la edad de la reclamante (18 años al comienzo del juicio  y  mayor de edad cuando el demandado consiente la filiación re​clamada), y por otro, la actitud renuente del  demandado,  quien,  incluso al contestar la demanda negó haber tenido relaciones sexuales con la madre de la actora. 

               De  cualquier modo, debe dejarse sentado que en estos casos, la reparación debida está  destinada a  compensar  los  perjuicios que pudo haber sufrido la menor  por  no  poder contar con el apellido paterno ni ser considerada como hija de su progenitor, pero que la misma no alcanza al desamor o  desinterés  afectivo  en que pudiera haber incurrido el  progenitor  no  recono​ciente,  desapego que también pueden experimentar los hijos reconocidos, y que interesa a la órbita moral pe​ro no a la jurídica.

               Exponiendo  este  criterio,  Eduardo  A. Zannoni dice “Es  que el derecho, integrado por normas que  son preceptos de conducta exterior, sancionada co​activamente, no  responsabiliza en razón de estados del espíritu. Reconocer a un hijo -de eso se trata el caso- implica un deber jurídico sin que al derecho le intere​se el amor que el progenitor reconociente  sienta  por ‚l. Si  cumple  el deber jurídico y lo hace por la sola sumisión al deber, sin amor, cumple con ‚l y nada puede (en lo jurídico, obviamente) reprochársele...a la hora de cuantificar el contenido del daño moral derivado del no reconocimiento  espontáneo, podrán tenerse en cuenta las concretas repercusiones que la conducta omisiva ha provocado a los fines de cuantificar el monto del re​sarcimiento, pero  esto,  claro está, en función de los presupuestos de la responsabilidad y no como censura a modos de sentir, que son incoercibles" ("Responsabili​dad civil por el no reconocimiento espontáneo del hi​jo", L.L. 1990-A-1).

               En función de todo lo expuesto, sopesan​do detenidamente  todas  las circunstancias reseñadas; entiendo que cabe hacer lugar a la impugnación deducida contra la suma indemnizatoria fijada  en  la  sentencia recurrida,  la que considero debe fijarse en la suma de pesos veinte mil ($ 20.000). (art. 1078 C. Civil).

               Abordando  ahora el tratamiento del res​tante agravio expuesto por la actora, adelanto que debe ser rechazado, puesto que del tenor de la demanda no surge  que  se haya reclamado la indemnización del daño material.

               Ello es claro, si se repara en que en el apartado destinado al resarcimiento reclamado, sólo  se incluye el daño moral (ver fs. 11), no pudiendo tampoco soslayarse que al cerrarse dicho apartado, textualmente se expone: "No obstante ello, y teniendo en cuenta los extremos apuntados,  estimo dicho daño moral en la suma de  pesos  seiscientos mil ($ 600.000)"  (ver fs. 14vta.).

               Además, en ningún tramo de dicho reclamo se indica en que habría consistido el daño patrimonial, mi mucho menos se estima su magnitud, sino que sólo  se hace referencia a privaciones económicas padecidas  por la  reclamante (las que no han sido acreditadas) y a la holgada situación económica del demandado, pero como un par metro más para dimensionar el perjuicio extrapatri​monial experimentado por aquella.

               Por  lo tanto, por virtualidad del prin​cipio  de congruencia, es inabordable el reclamo resar​citorio  del daño patrimonial planteado por primera vez en  la  expresión de agravios, ya que no fue sometido a la  decisión del juez de primera instancia (arts. 266 y 272 C.P.C.).

               Por todo lo expuesto, propongo al acuer​do: Rechazar el recurso de apelación interpuesto por la parte demandada, y paralelamente, hacer lugar  parcial​mente  al deducido por la actora, fijando en la suma de pesos  veinte  mil ($ 20.000) el monto resarcitorio por daño moral (art. 1078 C.Civil).

               Atento al resultado de los recursos,  las costas de Alzada se imponen en un 80% al demandado y en el 20% restante a la accionante (art. 71 Ley 8904).
               En cuanto al recurso de apelación inter​puesto por el Dr. Itoiz, por su propio derecho,  contra los  honorarios que le fueron asignados, atento lo dis​puesto por el art. 9 apart. I inc. 5° de la Ley 8904  y el Ac. 3459 de la SCBA de fecha 26-8-2009, cabe acceder al mismo, y por ende, regular los estipendios del recu​rrente correspondientes a la pretensión  por  filiación en la suma de pesos tres mil ($ 3.000).

               Con respecto a los honorarios correspon​dientes a la pretensión indemnizatoria  (art.  274 C.P.C.), los mismos deben dejarse sin efecto y regular​se nuevamente una vez firme la  liquidación  practicada en  base  al monto resarcitorio previamente determinado (art. 51 Ley 8904).

ASI LO VOTO.
Los Señores Jueces Dres. Guardiola y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

A LA  SEGUNDA CUESTION, el Señor Juez Dr. Castro Durán, dijo:
               Atento el resultado arribado al tratar la  cuestión  anterior,  preceptos legales citados y en cuanto  ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, Corresponde:

               I)-  Desestimar el recurso de apelación interpuesto  a fs. 191 por la parte demandada (art 1078 C. Civil).

               II)- Hacer lugar parcialmente al recurso de  apelación  interpuesto a fs. 185 por la accionante, estableciendo la indemnización por daño moral en la su​ma de pesos veinte mil ($ 20.000) (art. 1078 C. Civil).

               III)- Las costas de Alzada se imponen en un 80% al demandado y en el 20% restante a la accionan​te (art. 71 C.P.C.).

               IV)- Regular en la suma de pesos tres mil ($ 3.000) los honorarios del Dr. Carlos Mario Itoiz por los labores relativas a la pretensión de filiación (art. 9 apart.I inc. 5 de la Ley 8904 y el Acuerdo 3450 de la SCBA de fecha 26-8-2009).

               V)-  Se  dejan sin efecto los honorarios correspondientes a la pretensión  indemnizatoria  (art. 274 C.P.C.), los que deberán regularse nuevamente una vez firme la liquidación practicada en  base  al  monto resarcitorio determinado (art. 51 Ley 8904); y se di​fiere para tal oportunidad los honorarios de Alzada, puesto que las labores recursivas están relacionadas exclusivamente con esta pretensión (art. 31 Ley 8904).

ASI LO VOTO.-

Los Señores Jueces Dres. Guardiola y Rosas, aduciendo análogas razones dieron sus votos en igual sentido.-

               Con lo que se dio por finalizado el pre​sente acuerdo que firman los Señores Jueces por  ante mí: FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, JUAN JOSE GUARDIOLA Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA. V. ZUZA (Secretaria).- 
//NIN, (Bs. As), 05 de Noviembre de 2.009.-

               AUTOS Y VISTO:

               Por los fundamentos consignados en el acuerdo que antecede, preceptos legales  citados  y  en cuanto ha sido materia de recurso -artículos 168 de la Constitución Provincial y 272 del CPCC-, SE RESUELVE:
               I)-  Desestimar el recurso de apelación interpuesto  a fs. 191 por la parte demandada (art 1078 C. Civil).

               II)- Hacer lugar parcialmente al recurso de apelación interpuesto a fs. 185 por la accionante, estableciendo la indemnización por daño moral en la su​ma de pesos veinte mil ($ 20.000) (art. 1078 C. Civil).

               III)- Las costas de Alzada se imponen en un 80% al demandado y en el 20% restante a la accionan​te (art. 71 C.P.C.).

               IV)- Regular en la suma de pesos tres mil ($ 3.000) los honorarios del Dr. Carlos Mario Itoiz

por los labores relativas a la pretensión de filiación (art. 9 apart.I inc. 5 de la Ley 8904 y el Acuerdo 3450 de la SCBA de fecha 26-8-2009).

               V)- Se dejan sin efecto  los  honorarios correspondientes  a  la pretensión indemnizatoria (art. 274 C.P.C.), los que deberán regularse nuevamente una vez firme la liquidación practicada en base al monto resarcitorio determinado (art. 51 Ley 8904); y  se  di​fiere para tal oportunidad los  honorarios  de  Alzada, puesto  que  las  labores recursivas están relacionadas exclusivamente con esta pretensión (art. 31 Ley 8904).

               Regístrese,  notifíquese y oportunamente remítanse al Juzgado de origen.- FDO. DRES. RICARDO MANUEL CASTRO DURAN, JUAN JOSE GUARDIOLA Y PATRICIO GUSTAVO ROSAS, ante mí, DRA. MARIA. V. ZUZA (Secretaria).- 
